PAGE  
Inteligencia y Democracia en las Américas: Guatemala en perspectiva comparada

Ana Glenda Táger Rosado


Center for Hemispheric Defense Studies

REDES 2001

Research and Education in Defense and Security Studies 

May 22-25, 2001,  Washington DC
Panel on Intelligence

Inteligencia y Democracia en las Américas:

Guatemala en perspectiva comparada
Ana Glenda Táger Rosado

Sumario

I. La Inteligencia en el marco de la Seguridad Nacional;   II. Los Servicios de Inteligencia en Proceso de Democratización;   III. Controles  sobre la Función de Inteligencia en un Sistema Democrático;  IV. Perspectivas  en Materia de Inteligencia.
Introducción

El presente trabajo se inserta en el marco del proyecto “Inteligencia y Democracia en las Américas: Desafíos para el Siglo XXI” y presenta una visión general sobre la situación de los sistemas de Inteligencia en Guatemala, en la época actual.   Está dividido en cuatro secciones.   La I Parte esbozará el papel de la Inteligencia en el marco de la Doctrina de la Seguridad Nacional. La II Parte, analiza la estructura de los servicios de inteligencia durante la transición a la democracia, el marco legal vigente y lo estipulado en los Acuerdos de Paz.   La III Parte plantea la importancia de los controles sobre la función de inteligencia en un marco democrático y las dificultades que existen en Guatemala, en esta materia.  Finalmente, la IV parte vislumbra una serie de perspectivas en materia de inteligencia para Guatemala.

El escenario de fondo parte de la concepción de que los servicios de inteligencia en general, deben adecuar su labor a lo que estipulan las políticas públicas en materia de seguridad, ya que éstos son un componente de las mismas; a su vez toda política pública de seguridad ha de utilizar los insumos que le brinden dichos servicios para poder configurar distintos escenarios a futuro.  La relación entre ambos dependerá del tipo de Estado en el cual surgen y se desarrollan.   Toda política pública responde al régimen político vigente en el Estado ya sea este autoritario, democrático o en transición del autoritarismo a la democracia
,  en cuyo caso conviven los restos del Estado autoritario con el intento de formulación de políticas democráticas.

Si los sistemas de seguridad y por ende los de inteligencia (especialmente estratégicos en regímenes autoritarios y por tanto proclives a ser los últimos resortes del poder en ser controlados en estados de transición) siguen respondiendo a formulaciones del pasado, esto trae consigo la inhibición del sistema de democratización de la seguridad. Tal es el caso de la situación actual de Guatemala, donde la formulación  y estructura de dichas políticas, responden aun a pautas vigentes durante el sistema autoritario, constituyéndose en una rémora para la instauración de una democracia plena.

Para que exista una democracia plena, es necesario que se ejerza un verdadero control sobre los servicios de seguridad e inteligencia, siendo los actores de la sociedad los encargados de la formulación y supervisión de su funcionamiento.

I. La Inteligencia en el Marco De La Doctrina De La Seguridad Nacional
En Guatemala el concepto de seguridad se desarrolló en el marco de la doctrina de Seguridad Nacional durante la década de los sesenta y setenta.   Durante esta etapa, la percepción de la amenaza a la seguridad se identificó en el marco de la guerra fría, constituyéndose el orden político como el bien a defender.  Con ello se sacrificó la seguridad de la población, y se instrumentalizó a la inteligencia para contener lo que el Estado identificó como sus enemigos en el marco de la Doctrina Contrainsurgente.

Como anota Kruijt, las “guerras internas” y las luchas contra el “terrorismo interno” en América Latina coincidieron mayoritariamente con los gobiernos cívico-militares de mano dura.  El instrumento de control por excelencia de esos gobiernos fue el conjunto de servicios paralelos: de inteligencia militar, de los cuerpos de seguridad del Estado, de los cuerpos policiales y parapoliciales, de los agrupamientos paramilitares.  El sistema de inteligencia y de seguridad se expandió como cerebro y columna vertebral de la lucha contrainsurgente y antiterrorista, de tal modo que sus nexos oficiales y extra-oficiales fueron difícilmente distinguibles.  La inteligencia militar y civil, casi siempre unificadas bajo órdenes del Ministerio de la Defensa fueron dirigidas contra enemigos internos dentro del territorio nacional”. 

En efecto, para el caso de Guatemala durante este período los organismos de Inteligencia estuvieron exclusivamente bajo control militar, siendo los más relevantes la Inteligencia Militar o D-2 del Estado Mayor de la Defensa Nacional y la del Estado Mayor Presidencial.  Otros organismos que tuvieron relevancia en el marco de la inteligencia policial, fueron el Departamento de Investigaciones Criminal de la Policía Nacional
 y la Policía Militar Ambulante (que desapareció en 1997 en cumplimiento de los Acuerdos de Paz), ambas instrumentalizadas también por los propios militares.

Tal y como señala Ugarte, “El modelo del sistema de inteligencia que existió en Latinoamérica, aplicado generalmente a países más pequeños en materia de territorio y población [modelo típico de los países de Centroamérica] se caracterizó por la carencia de organismos de inteligencia civil y la existencia exclusiva de organismos de inteligencia militares, con competencia ampliada a inteligencia interior, incluyendo la inteligencia política y policial”.

En este período los órganos de inteligencia  desvirtuaron su propia razón de ser, siendo instrumentalizados, dentro del marco de la política contrainsurgente, y apoyando la represión política que el Ejército efectuaba de una manera completamente autónoma más allá de cualquier control político-civil.  De esta manera, los servicios de inteligencia se convirtieron en  uno de los principales mecanismos de violación de los Derechos Humanos.

Este pasado autoritario es el marco en el que se configuraron los actuales sistemas de inteligencia, por esta razón los mismos deben reformularse, a fin de adecuarse a las nuevas necesidades geopolíticas nacionales, al tiempo que se acomodan a las estructuras y objetivos democráticos. 

II. Los Servicios de Inteligencia en proceso de democratización

1. Dirección de Inteligencia del Estado Mayor de la Defensa Nacional;  2. Departamento de Inteligencia Civil y Análisis de Información DICAI;  3. Secretaría de Análisis Estratégico SAE.

A pesar de que existe actualmente en Guatemala un amplio debate entre quienes opinan que el Estado aún se encuentra en fase de transición a la democracia y los que aseguran que la misma ya ha concluido, partimos del criterio de que prevalece un Estado híbrido en el que perviven simultáneamente componentes del pasado autoritario con propuestas que luchan por la implementación de un régimen democrático.

El contexto desarrollado en la etapa posterior a  la guerra fría, aunado a otros elementos (globalización, innovaciones tecnológicas, etc.) trajo consigo un cambio en los paradigmas de lo que implicaba un cambio en las Agendas de Seguridad.  El debate se centró en el hecho de que el bien a defender por la seguridad es el ser humano como ente social, abandonando la antigua concepción de seguridad basada en agendas estrechas características de los regímenes autoritarios latinoamericanos en donde  privaba la defensa del Estado, como fin en sí mismo.

La emergencia de amenazas no tradicionales (terrorismo, narcotráfico, trasiego de armas, cambios medioambientales, uso fraudulento de tecnología de la información, etc.), debido a las nuevas condiciones del panorama internacional, así como el proceso de democratización en el que se ven envueltos los países latinoamericanos, hizo también necesario un proceso de adaptación de los servicios de inteligencia que fuera acorde con las nuevas necesidades

En el caso de Guatemala, el inicio desde mediados de los 80’s de un proceso de democratización de las estructuras políticas se debió a una iniciativa de las propias Fuerzas Armadas que buscaban legitimarse dentro del modelo del Estado contrainsurgente a la par que pretendían conservar importantes parcelas de poder al margen del futuro Estado democrático. Como apunta Arévalo, “la decisión de iniciar la transición a la democracia en Guatemala no fue el resultado de la incapacidad del gobierno autoritario de turno de contener las demandas de la sociedad civil o la clase política para reformar el régimen político, como sucedió en otras latitudes del continente.  Fue una decisión institucional de las Fuerzas Armadas ante una evidente situación de deterioro que desgastaba al Ejército a ojos propios y ante la ciudadanía”.

En el  Acuerdo de Fortalecimiento del Poder Civil y Función del Ejército en una Sociedad Democrática -AFPC-, firmado pocos meses antes del logro de la paz, por el Gobierno de Guatemala y la URNG el 19 de septiembre de 1996 en México, se establecen las bases para la reconversión de las fuerzas de seguridad y por lo tanto del sistema de inteligencia.  

En lo referente al Sistema de Seguridad, el AFPC parte de la  definición de la seguridad como “un concepto más amplio que no se limita a la protección contra las amenazas armadas externas, a cargo del Ejército, o a la protección contra las amenazas al orden público y la seguridad interna, a cargo de la Policía Nacional Civil”.  El Acuerdos plantea “que la paz firme y duradera requiere del respeto a los derechos humanos, y al carácter multiétnico, pluricultural y multilingüe de la nación guatemalteca, el desarrollo económico del país con justicia social, la participación social, la conciliación de intereses y el fortalecimiento de la institucionalidad democrática”.

Respecto al Sistema de Inteligencia, el Acuerdo AFPC, especifica que Guatemala deberá contar con tres organismos de Inteligencia: La Dirección de Inteligencia del Estado Mayor de la Defensa Nacional, (circunscrito a la función del Ejército establecida en la Constitución de la República), el Departamento de Inteligencia Civil y Análisis de Información –DICAI-  (que dentro del Ministerio de Gobernación será el responsable de recabar información para combatir el crimen organizado) y la creación de una Secretaría de Análisis Estratégico de la Presidencia (dependiente del Presidente de la República y de carácter civil).  

Así mismo en el AFPC se contempla la disolución del Estado Mayor Presidencial como una institución dentro de la cual históricamente se hizo inteligencia para ser sustituido por una Secretaría que cumpla con las labores originarias para las cuales el EMP fue creado.

1. Dirección de Inteligencia del Estado Mayor de la Defensa Nacional

La Dirección de Inteligencia Militar, fue legislada según Decreto Ley 17-86 del  14 de enero de 1986.   El decreto en cuestión, establece la creación de un Consejo de Seguridad del Estado, “...de carácter permanente y sus funciones la ejercerá a través de la secretaría de Inteligencia y Seguridad Nacional. Dicha secretaría será una dependencia del Ministerio de la Defensa Nacional, siendo éste último el responsable de nombrar una comisión “ad-hoc” que se encargará de la estructuración de su organigrama de funcionamiento, así como de todo lo relativo a sus atribuciones específicas y su presupuesto”. No obstante este decreto-ley, el Consejo de Seguridad del Estado y la Secretaría de Inteligencia y Seguridad Nacional nunca llegaron a crearse, por lo que la Dirección de Inteligencia del Ministerio de la Defensa Nacional, fue la única institución que llevó a cabo las funciones  de inteligencia.

La Dirección de Inteligencia (D-2), como órgano dependiente del Estado Mayor de la Defensa Nacional, ha estado supeditada a las funciones que la Constitución Política de la República asigna a la Institución Armada, cuyo Artículo 244. Integración, organización y fines del Ejército dice: “El Ejército de Guatemala es una institución destinada a mantener la independencia, la soberanía y el honor de Guatemala, la integridad del territorio, la paz y la seguridad interior y exterior”.

Sin embargo, con el fin de adecuar la institución armada a un sistema democrático, el AFPC estipuló, en su numeral 35, que “La misión del Ejército de Guatemala queda definida como la defensa de la soberanía del país y de la integridad de su territorio; no tendrá asignadas otras funciones y su participación en otros campos se limitará a tareas de cooperación”.  Así mismo “ deberá  adecuan su doctrina, medios, recursos y despliegue a sus funciones y a las prioridades de desarrollo del país”.
 
Así, en la reforma propuesta encaminada a la reconversión de la Institución Armada y por ende de la Inteligencia Militar, se expresa la necesidad de restringir sus funciones únicamente a la protección de amenazas externas en función de la soberanía y la integridad territorial.   Por tal motivo, el 16 de mayo de 1999, se realizó una Consulta Popular en la que dentro de un amplio paquete de cambios constitucionales referente a diversos temas, se encontraban las reformas referentes al tema militar.  

Lamentablemente, debido a la cantidad de cambios que se proponían y a la poca explicación que sobre ellos se dio a la población por parte de las autoridades responsables, así como debido a la manipulación que determinados sectores ejercieron a través de los medios de comunicación, se tomó la Consulta más como un voto de castigo contra la política del partido gobernante a un año escaso de las Elecciones Generales. Como resultado solo una pequeña parte de la población ejerció  su derecho a  voto (la abstención superó el 81.45% según el Tribunal Supremo Electoral) y ninguna de las reformas propuestas salió adelante, por lo que queda la duda de si la población estaba o no de acuerdo con lo referente al punto que proponía la modernización de las fuerzas armadas. Es importante mencionar que este resultado ha dado lugar para que ciertos sectores inmovilistas justifiquen toda negativa a cualquier modificación referente a la reconversión militar, aduciendo la legitimidad de la Consulta.
Según el Cuarto Informe de la Misión de Verificación de las Naciones Unidas para Guatemala (MINUGUA)  del 31 de octubre de 1999, “la reconversión cualitativa del Ejército está pendiente.  Si bien la no ratificación de las reformas a la Constitución representan un obstáculo para este componente de los Acuerdos de Paz, se observó un preocupante incumplimiento de compromisos que no se encuentran afectados por ello”.   Es de suponer que de la misma forma en que no se ha dado un proceso de reconversión a lo interno del Ejército, tampoco se ha producido dicho proceso en la Dirección de Inteligencia Militar.

2. Departamento de Inteligencia Civil y Análisis de Información (DICAI)

El numeral 48 del AFPC, establece que se deberá crear el DICAI dependiente del Ministerio de Gobernación  y “será responsable de recabar información para combatir el crimen organizado y la delincuencia común, por los medios y dentro de los límites autorizados por el ordenamiento jurídico y en estricto respeto a los derechos humanos”.
A pesar de que el Presidente Portillo encargara a la Secretaría de Análisis Estratégico de la Presidencia el diseño del futuro DICAI, éste no obstante fue creado de forma inesperada el 22 de septiembre del año 2000 por medio del Acuerdo Gubernativo 462-2000 como resultado de un proyecto elaborado por el propio Ministerio de Gobernación, cuyo titular es un ex oficial de inteligencia militar al que grupos de Derechos Humanos imputan violaciones cometidas durante la época del conflicto armado. 

El Acuerdo Gubernativo que crea el DICAI fue suspendido posteriormente según Acuerdo Gubernativo 816-2000 ya que fue declarado inconstitucional por la Corte de Constitucionalidad por el hecho de que el Presidente carece de facultades legislativas para crearlo, siendo el Congreso de la República  el único ente con competencia para ello.
 

La creación del DICAI debió haberse realizado entre el 15 de abril y el 31 de diciembre de 1997, según el cronograma de los Acuerdos de Paz, pero hasta la fecha no ha sido implementado.  Por momento las tareas de inteligencia policial se están efectuando a través del Departamento de Operaciones Antinarcóticas (DOAN) y el Servicio de Investigación Criminal (SIC), dependientes de la Jefatura de Unidades de Investigación (JUIN) de la Dirección General de la Policía Nacional Civil.
Esto nos lleva a la reflexión de que el procedimiento no se llevó a cabo como se estipuló, lo que implica que deberían revisarse los procedimientos de seguimiento y control del cumplimiento de los Acuerdos de Paz.

3. Secretaría de Análisis Estratégico de la Presidencia (SAE)

Lo referente a la creación de la Secretaría de Análisis Estratégico de la Presidencia (SAE) se propone en el artículo 49 del AFPC, en donde se establece que su función es la de “informar y asesorar al Presidente de la República a manera de prevenir para resolver situaciones de riesgo o amenaza de distinta naturaleza para el Estado democrático.  ...Dicho organismo será estrictamente civil y podrá tener acceso a información a través de fuentes públicas y a las que recaben el Departamento de Inteligencia civil y análisis de información del Ministerio de Gobernación y la Dirección de Inteligencia del Estado Mayor de la Defensa.  No tendrá la facultad de realizar investigaciones encubiertas propias”.

El compromiso de creación de la Secretaría de Análisis Estratégico de la Presidencia se cumplió con relativa rapidez al ser creada en 1997.  A pesar de ello,  en el cuarto informe de la Misión de Verificación de las Naciones Unidas para Guatemala, –MINUGUA-  del 31 de octubre de 1999, se comenta el hecho de que estaba pendiente la verificación de que la naturaleza de esta instancia fuera exclusivamente civil como lo dispone el Acuerdo.  

Según afirma Rachel Garst, “tal vez porque la Secretaría de Análisis Estratégico ya tenía varios años de estar operando, el gobierno del Presidente Arzú la legalizó con relativa rapidez, incorporándola mediante el Artículo 13 de la nueva ley del Organismo Ejecutivo [Decreto N° 114-97] de 1997”.
   En efecto dicha Secretaría inició sus labores formalmente una vez fue constituida legalmente, y más adelante fue regulada por el Reglamento Orgánico Interno – Acuerdo Gubernativo 663-98 de fecha 30 de septiembre de 1998.

En un artículo publicado en elPeriódico
, se comenta que con el cambio de autoridades en la Secretaría de Análisis Estratégico, a raíz de la toma de posesión del nuevo Presidente Alfonso Portillo, se encontraron con que en dicha entidad estaban laborando varios especialistas del Ejército así como tres oficiales militares que ostentaban cargos claves en el organigrama de funcionamiento, pese a la ley que determina que la SAE debe estar dirigida por personal civil.

Bajo la dirección del nuevo Secretario de la SAE, se dio una reestructuración total de las funciones de dicho organismo y del personal que labora en la misma.   Actualmente debido a la relación cercana que existe entre el Secretario de la SAE y el Presidente de la República, esta institución ha adquirido una mayor relevancia política y una amplia presencia en el interior de la República
.
Es importante mencionar que a pesar de ello la SAE sufrió en el año 2001, un importante recorte presupuestario, pues el Congreso de la República sólo le asignó Q11 millones, de los Q37, 5 millones solicitados.  Durante el ejercicio anterior, el presupuesto de la institución fue de Q28 millones.

De todo ello se evidencia la falta de interés por parte de clase política de equiparar y dotar de medios efectivos a la inteligencia civil, para que ésta pueda cumplir sus funciones y de esta manera ser el contrapeso eficaz a la inteligencia militar. La falta de sintonía que existe entre los fines y los medios de que dispone la SAE, se dan por la paradójica circunstancia de que a pesar que el Secretario General de la institución cuenta con el favor y apoyo del ejecutivo, como se ha apuntado anteriormente, los congresistas del partido mayoritario (FRG), son afines a un ideario político muy diferente y por lo tanto cuestionan sistemáticamente su función. Otra de las razones que pesan sobre la actual indefinición entre medios y fines de la SAE, consiste en la carencia de auténticas Políticas de Estado consensuadas por partidos políticos y actores sociales, una prueba más de la debilidad de este sistema democrático, ya que las políticas que se desempeñan son siempre de gobierno y por ende sujetas a una forzada transitoriedad que responde, en muchos casos a intereses de grupos.

4. Estado Mayor Presidencial

En el AFPC se especifica lo referente al Estado Mayor Presidencial en su Artículo 46 que dice: “para garantizar la seguridad del Presidente, la del Vicepresidente y sus respectivas familias, y el apoyo logístico a las actividades que desarrolla la Presidencia de la República, el Presidente de la República en uso de sus facultades que la ley le confiere y para sustituir el Estado Mayor Presidencial, organizará a su criterio la entidad correspondiente”.

El Estado Mayor Presidencial, originalmente fue creado como órgano para brindar seguridad al Presidente de la República y a su familia, pero en la realidad abarcó una serie de funciones que no tenía establecidas como el constituirse en asesor de los gobernantes, circunstancia favorecida por el contacto directo que deben mantener con los presidentes y sus respectivas familias.   

Así mismo a dicho organismo se le imputan tareas de espionaje político como argumenta. Gutiérrez en su libro Hacia un Paradigma Democrático del Sistema de Inteligencia en Guatemala: “la inteligencia del EMP fue dotada con equipo altamente sofisticado que le permitió realizar inteligencia de comunicaciones (escucha de telecomunicaciones), inteligencia de imágenes (obtenida de la interpretación de películas, fotografías, televisión) e inteligencia electrónica (escucha electrónica, micrófonos), así como documental mediante el análisis de textos.
Otra de las funciones que se le han atribuido a este órgano de inteligencia, es su participación como Comando Antisecuestros.  Según De León-Escribano “el perfil de inteligencia del Estado Mayor Presidencial descansa fundamentalmente en la estructura del Comando Antisecuestros, unidad de élite creada por el Ejecutivo a través del EMP cuya función principal es la de producir inteligencia operativa funcional contra las bandas de secuestradores.  Esta unidad tiene amplia connotación en el combate contra el crimen organizado, tanto por la eficacia y éxito de sus operaciones, como por el señalamiento de actuar al margen del ordenamiento jurídico y de violar los derechos humanos”.

Con el Gobierno del Presidente Portillo, el 14 de enero del 2000,  se aprobó según Acuerdo Gubernativo 032-2000 la creación de la Secretaría de Asuntos Administrativos de la Presidencia de la República (SAAS).  En dicho Acuerdo se le asignan responsabilidades de ámbito administrativo dentro de las cuales, la más importante es la de apoyar la función ejecutiva del Estado. 

Posteriormente, el 4 de febrero del año 2000, éste Acuerdo Gubernativo [032-2000] es  modificado en lo referente a las funciones de la Secretaría acordándose que ...“la principal responsabilidad consistirá en proveer seguridad de naturaleza civil y todo el apoyo logístico que se considere necesario para el Presidente y Vicepresidente de la República.  Que a dicha Secretaría se le identificó únicamente como Secretaría de Asuntos Administrativos de la Presidencia de la República, cuando su naturaleza y objeto es más amplio y por lo mismo debe emitirse la disposición gubernativa que así lo establezca”.

En agosto del mismo año, se acordó adicionar un párrafo al Artículo 1 del Acuerdo Gubernativo 32-2000 modificado por el Acuerdo Gubernativo 73-2000 el cual dice: “Para atender sus funciones, la Secretaría estará integrada por un Secretario, dos Subsecretarios y el personal ejecutivo, profesional, administrativo, técnico y operativo que se establezca.  Para el caso de los Subsecretarios, cada uno de ellos tendrá, respectivamente a su cargo, el área de Seguridad y el área Administrativa”.

 Según el Acuerdo de Fortalecimiento del Poder Civil y Función del Ejército en una Sociedad Democrática, la Secretaría de Asuntos Administrativos de la Presidencia de la República sería el órgano creado con el objetivo de sustituir al Estado Mayor Presidencial.  A pesar de ello, el EMP no ha podido desaparecer hasta la fecha ya que el Ejecutivo argumenta que únicamente el Congreso de la República es el órgano que tiene la capacidad para derogar el Artículo que lo crea en la Ley Constitutiva del Ejército.  

El hecho de que el organismo Ejecutivo no envíe al Congreso una iniciativa de Ley en la que solicite la derogación del Estado Mayor Presidencial (cosa que está en capacidad de hacer), demuestra que no existe voluntad política para hacerlo y nos lleva a concluir que no se vislumbra a corto plazo ningún cambio en lo relativo a este tema. 

III. Controles sobre la función de Inteligencia en un Sistema Democrático

El control sobre la función de inteligencia es vital para el funcionamiento de un sistema democrático. Shlomo Shpiro, lo define como “la capacidad para ejercer ciertas limitaciones significativas sobre las actividades de los servicios, basada en el acceso a información confiable y pertinente”.
 

En los procesos de construcción de los sistemas democráticos de los países latinoamericanos y  específicamente en el caso de Guatemala, el tema de la inteligencia ha sido vital para la seguridad del Estado, lo que ha generado un amplio y profundo debate sobre dicha temática, dentro de la cual, una de las cosas más complejas de abordar es lo relativo a su control. Como cita Binder y Martínez “en la mayoría de los países de América Latina las actividades de inteligencia y de seguridad no han estado nunca sometidas a algún tipo de control,  ni siquiera aquellos controles formales previstos en el diseño institucional clásico del Estado de derecho democrático, y gran parte de las actividades de inteligencia y seguridad permanecen al margen de las formas clásicas del control republicano”.

Dentro de este debate existen diferentes propuestas sobre los tipos de controles que se deberían implementar.  La propuesta más empleada es la que hace una diferenciación entre controles internos y externos.  Los internos se refieren al control ejecutivo y los externos a los que se ejercen desde los organismos legislativo y judicial.

Para Florencia Fontán “Un mecanismo de control frecuentemente empleado es la separación de la comunidad de inteligencia en agencias distintas. Aunque podría reducir la efectividad, elimina los peligros relacionados con la centralización o monopolio de una sola agencia.  ....Otro mecanismo es contar con entidades de supervisión para controlar las actividades relacionadas con inteligencia. Aunque es importante que las agencias cuenten con mecanismos internos de control, resulta peligroso designarles la tarea de supervisión a tales agencias exclusivamente. En este sentido, existen principalmente dos tipos de control externo de inteligencia: judicial y legislativo. Tanto los controles internos como externos son necesarios para asegurar un mecanismo de supervisión eficaz”. 

En Guatemala, la consolidación de la democracia aún se sitúa como el principal reto político del siglo XXI, siendo una de las problemáticas de este proceso lo referente al control del sistema de inteligencia, que resulta problemático no solamente por su relación histórica con los regímenes autoritarios, sino además por ser un tema complejo en la mayoría de democracias consolidadas.

De acuerdo a lo señalado por Florencia Fontán y para el caso específico de Guatemala, los referentes para la reformulación de los sistemas de inteligencia se encuentran en el AFPC, que en el numeral 50, establece que: “los organismos de inteligencia, respetarán estrictamente la separación de funciones de inteligencia e información y las operaciones a que ellas dan lugar”.  De los tres organismos aún está pendiente la creación del DICAI, la delimitación de funciones de cada uno de ellos y la definición del ente que coordinará a los tres organismos.

En lo referente a controles internos y externos de los servicios de inteligencia, hasta la fecha no existe ningún tipo de control en esta materia.  El AFPC en el numeral 52, establece en lo referente al control legislativo, la creación de una Comisión de Inteligencia del Congreso: “con miras a evitar cualquier abuso de poder y garantizar el respeto de las libertades y los derechos ciudadanos, el gobierno se compromete a promover ante el Congreso de la República:  una ley que establezca las modalidades de supervisión de los organismos del Estado por una Comisión específica del Organismo Legislativo.

Este compromiso está pendiente de cumplimiento hasta la fecha, aunque en el Cronograma de recalendarización para la Implementación, Cumplimiento y Verificación de los Acuerdos de Paz, se re-programó su creación para el año 2001; No obstante en lo que va de año, todavía no se ha presentado ninguna iniciativa al respecto.

Otro de los compromisos de paz que se insertan en lo referente a control legislativo, es el de la   promoción ante el Congreso de la República, de una ley que regule el acceso a información sobre asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional, establecidos en el Artículo 30 de la Constitución de la República, y que disponga procedimientos y niveles de clasificación y desclasificación. Dicho compromiso fue también re-calendarizado para el año 2001, estando todavía pendiente de su implementación.

Existen otros métodos de control no específicos como el Habeas data que se encuentra sugerido en el AFPC numeral 53, donde se especifica que: “toda información existente en archivos del Estado estará sujeta a que se cumpla estrictamente con lo dispuesto en el Artículo 31 de la Constitución Política.  Aprobadas las reformas constitucionales previstas, los archivos, fichas o cualquier otra forma de registro estatal relacionados con seguridad interna, serán transferidos al Ministerio de Gobernación.  Los archivos, fichas o cualquier registro estatal relacionado con la defensa de la soberanía y la integridad  del territorio serán transferidos al Ministerio de la Defensa.  Dichos Ministerios serán responsables del manejo de esta información”.

Asimismo el numeral 54 del mismo acuerdo, especifica: “que de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 31 de la Constitución Política, el gobierno promoverá la tipificación del delito por tenencia de registros y archivos ilegales de información política sobre los habitantes de Guatemala”.

Ambas recomendaciones han sido también objeto de re-calendarización, por lo que se encuentran todavía pendientes de implementarse. Importante es señalar que la ley de habeas data está en la actualidad siendo consensuada, a instancias de la SAE, por diversos actores representantes de la sociedad.

Como conclusión, resumir que para que funcione un sistema de Inteligencia que responda a un marco democrático, es necesario que se ejerzan controles efectivos sobre el desempeño del servicio, considerando la primacía de la ley fundamental para dicho control.  Importante señalar el esfuerzo que están llevando a cabo algunos grupos académicos y de la sociedad civil al analizar y presentar propuestas  en torno a esta problemática.

IV. Perspectivas en materia de Inteligencia

El Estado Contrainsurgente guatemalteco fue siempre un estado débil, autoritario, sumido en una permanente  crisis de legitimidad y que adolecía de cumplir con las funciones básicas de servicio que conforman los Estados, como proporcionar seguridad y promover el bienestar y desarrollo de la sociedad. Con la transición a la democracia, si bien desaparece el autoritarismo y se legitima el sistema político,  el Estado aún continúa siendo débil, consecuencia de su carácter híbrido, y debido principalmente a la incapacidad por parte de los actores civiles de asumir los deberes y obligaciones propias del sistema democrático, resultado  de los largos años de autoritarismo, que hace que éstos carezcan de experiencia democrática, reflejándose en el hecho de que la sociedad civil no sea capaz de asumir su papel y delegue en las Fuerzas Armadas algunas funciones que no le corresponden, haciendo de este modo que éstas sigan teniendo un papel preponderante en la vida del país.

Una de las secuelas de la debilidad del estado guatemalteco en la etapa actual es la inexistencia de políticas de Estado claras y definidas, y dentro de estas la Política de Seguridad, en la que se definan tanto las amenazas reales o potenciales que pueden atacar al Estado, así como los medios para hacerles frente.  El Sistema de Inteligencia, como parte de dicha Política de Seguridad, no puede funcionar adecuadamente si antes no se define su marco operacional en el que se le delimiten claramente sus ámbitos y esferas de actuación. 

   
La Política de Seguridad y por ende la política de inteligencia, deberá  ser formulada por la sociedad en su conjunto de forma consensuada, pero para ello es necesario fortalecerla en lo referente al conocimiento de estos temas, no sólo para que puedan participar en la formulación y en la puesta en práctica de dichas políticas, sino también para que se constituyan en fiscalizadores del papel que realicen los servicios de inteligencia.   Así mismo, deberá ir acorde al nuevo paradigma de Seguridad democrática plasmado en el AFPC.   Para el logro de estos fines se recomiendan los siguientes puntos:

· Cumplimiento de los compromisos en materia de Inteligencia acordados en el AFPC, en la actualidad, pendientes de implementación.

· Formar capacidades en la sociedad civil sobre la temática, como forma de involucrar a los diferentes sectores en la planificación de las políticas estatales en materia de seguridad, acordes al paradigma democrático.

· Modificar la estructura de inteligencia militar al tiempo que se fortalece la inteligencia civil de forma congruente con el nuevo paradigma de seguridad que establece el AFPC y acorde con el desarrollo democrático del país.

· Diseño normativo y funcional del Sistema de Inteligencia promulgando las leyes que sean necesarias, a la vez que se institucionalizan los mecanismos que garanticen su cumplimiento, sin olvidar la importancia de la profesionalización, articulando los medios adecuados a tal fin, en suma creando una efectiva carrera funcionarial para los servicios de inteligencia.

· Desarrollar los sistemas de control democrático de la Inteligencia, tanto de los mencionados en el AFPC, como todos aquellos controles que aunque no sean sugeridos en éste, no dejan de ser susceptibles de implementar.

· Explorar las propuestas, experiencia y ejercicios desarrollados en otros países que han llevado a cabo una descentralización de sus Sistemas de Inteligencia, con el fin del fortalecimiento del poder local.
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� Dirk Kruijt lo denomina como democracias de baja intensidad, que son las democracias tuteladas por los estamentos militares. Véase Dirk Kruijt (2000)





� Este Departamento cambio de nombres dependiendo los distintos momentos históricos, citando a Edgar Gutiérrez, entre los nombres que ha recibido están el de Guardia Judicial (60’s y principios de los 70’s); Cuerpo de detectives (segunda mitad de los 70’s); Departamento de investigaciones Técnicas (DIT) (en los 80’s) y Departamento de Investigaciones Criminológicas (DIC) (en los 90’s).


� Véase José Manuel Ugarte  pag. 15


� El subrayado es mío.


� Según un estudio publicado en la revista  “El Observador Judicial”, del Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala, “los argumentos que fundamentaron la acción de inconstitucionalidad, del 18 de octubre del 2000, se centraron en que el Presidente de la República, emitió un Acuerdo con base en las facultades que le confiere el artículo 183 inciso e) de la Constitución, con el objeto de crear un organismo de inteligencia, pero sin que se hubiera dictado una ley previa y específica del tema, por parte del Organismo Legislativo, en donde se cree y regule el marco jurídico de tal organismo y en especial, sin que se hubiere establecido las normas jurídicas que deben regular claramente su actuación y los medios legales de control, en aras de que con la emisión de la Ley (que no existe en este momento), se cumpla con lo que en ciertos ámbitos del constitucionalismo se denomina “contenido esencial de la norma”, que no es otra cosa que un desarrollo de las normas acorde con los preceptos constitucionales citados en los artículos 1º, 2º, 5º, 6º, 9º, 10º, 12, 24, 25, 30 y 31 de la Constitución.  Por otra parte, si bien es cierto, el artículo 183 inciso e) confiere al Presidente de la República una facultad reglamentaria, se limita a desarrollar el contenido de las leyes sin alertar su espíritu”.





� Artículo de elPeriódico de fecha 9 de enero del 2000.


� elPeriódico,10 de febrero del año 2000.


� Actualmente la SAE cuenta con 8 regionales en los siguientes departamentos: Chimaltenango, Sacatepéquez, Quetzaltenango, Mazatenango, Huhuetenango, Petén, San Marcos y Sololá.


� Véase en los Cuadernos de IEPADES sobre Inteligencia Policial, el artículo de Carmen Rosa De León-Escribano Schlotter.


� Esta cita fue extractada de la ponencia “Reformas Parlamentarias y Administrativas en el Control de los Servicios de Inteligencia en la Unión Europea” de  Shlomo Shpiro, académico israelí especializado en temas de seguridad, democracia y comunicaciones europeas, así como coordinador de investigaciones en el Paralmento israelí, ha estudiado, trabajado en investigaciones y dado cátedras en las principales universidades de Israel, Gran Bretaña, Alemania, Austria y Noruega. 


� Véase Binder Alberto y Martínez María Josefina.  Informe Regional: Mecanismos de control democrático en el mantenimiento de la Seguridad Interior en Control Democrático en el Mantenimiento de la Seguridad Interior, Santiago de Chile, 1998: Ediciones Segundo Centenario.


�  Es importante mencionar el trabajo que están realizando instituciones como Seguridad en Democracia SEDEM, el Proyecto Hacia una Política de Seguridad para la Democracia FLACSO/WSP-Internacional/IGEDEP, el Instituto de Enseñanza para el Desarrollo Sostenible IEPADES y la  Fundación Myrna Mack , entre otras.
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